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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señora Representante Margarita Percovich. 


MIEMBROS: Señores Representantes Fernando Araújo, Jorge Barrera, Daniel Díaz Maynard, Alejo 
Fernández Chaves, Felipe Michelini y Jorge Orrico 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).- Se pasa a considerar el asunto que figura en primer término del 
orden del día: "Geólogo. (Reglamentación de la profesión)". 


La Suprema Corte de Justicia nos ha enviado una nota acerca de la suspensión de fueros del señor 
Representante Carlos González Alvarez. Es un tema muy discutible y no tenemos los antecedentes del 
diferendo, que ocurrió fuera de esta Cámara. 


SEÑOR BARRERA.- Quiero hacer dos constataciones. En primer lugar, en esta Legislatura recibimos 
un pedido en el mismo tono referido al señor Diputado Bayardi. En segundo término, en este caso, no 
hemos recibido los antecedentes que motivan la solicitud de suspensión de fueros del señor Diputado 
González Álvarez y me parece que sería bueno reunir ese material a efectos de dar un punto de vista 
definitivo. 


SEÑOR ORRICO.- Conozco bien los antecedentes de este asunto, aun cuando no llegaron oficialmente 
-estoy de acuerdo con que deberían haber llegado de esa manera-, y creo que hay suficiente 
información acerca de los entredichos, de qué se acusa al señor Diputado González Álvarez y de por 
qué se pide la suspensión de fueros a raíz de expresiones del señor Diputado que el señor Rodríguez 
Batlle considera lesivas de su honor. 


En esta Cámara nunca se han otorgado pedidos de desafuero por situaciones como esta. En primer término, 
admito que desde hace tiempo -ya lo vivimos en la Legislatura pasada- tenemos un problema con el Poder 
Judicial que, a veces, nos envía pedidos de desafuero -ha pasado más de una vez- sin informar demasiado de 


qué se trata. En segundo lugar, el señor Diputado González Alvarez si quiere, puede ir a declarar; es decir 
que no es necesario el desafuero para que se presente a la Justicia a realizar determinados trámites. 


En tercer término, yendo al tema de fondo, quiero decir que de ninguna manera voy a votar este desafuero, 
porque la previsión del artículo 112 de la Constitución es absolutamente clara y nítida: los Senadores y 
Representantes jamás serán responsables por los dichos u opiniones emitidos en el ejercicio de su cargo; más 
o menos así dice el artículo. Durante mucho tiempo -y hay jurisprudencia en esta Cámara a través de los 
diversos pedidos que se han realizado- se discutió qué quería decir la expresión "en el ejercicio de sus 
funciones". Jiménez de Aréchaga y los autores que trabajaron en este tema hasta la década del sesenta, tenían 
un criterio bastante restringido al respecto. Se consideraba que el ejercicio de sus funciones era cuando el 
individuo estaba en una Comisión, en el plenario o en otras situaciones aplicadas a lo que podía llamarse el 
ejercicio en sentido estricto. A partir de la década del sesenta esto cambia, no porque los autores hayan 
modificado su posición sino porque cambió la vida. Aparece el fenómeno televisivo, que irrumpe en la 
sociedad, y empieza a darse una forma de hacer política a través de los medios. Eso condujo a que 
actualmente toda la doctrina acepte pacíficamente que el criterio de ejercicio del cargo es mucho más amplio 
que el que se tenía tradicionalmente. Entonces, ejercicio del cargo significa toda aquella actividad que realice 
un legislador en la cual actúe en condición de tal; es decir que, como sutilmente expresara alguna vez el 
doctor Cagnoli, se trata de situaciones que se producen en ocasión del ejercicio. 


Entonces, hay dos clases de situaciones. Una es la del ejercicio "estricto sensu", que es cuando el individuo 
habla en la Cámara, en cuyo caso es impensable hacer nada contra el legislador, aunque me comprendan las 
generales de la ley, porque me demandaron por algo que dije en la Cámara, pero eso es aparte. La otra es la 
que se produce en ocasión del ejercicio del cargo, donde la declaración de prensa es casi un ejemplo típico. 


Cuando un legislador, no importa el medio en que sea, en ocasión del ejercicio juzga la actuación de un 
jerarca cualquiera y le dice que es irresponsable, que ha manejado mal los fondos o lo que fuere, no hay 
delito alguno. Ello no se puede calificar como insulto, porque forma parte del ejercicio de la vida política, y 
bueno fuera que los legisladores no pudieran pedir públicamente la renuncia de alguien porque lo consideran 
inepto o corrupto. Son cosas que forman parte de la vida democrática corriente. 


Por lo tanto, doy mi posición ahora, antes de que se agreguen elementos, porque tengo absolutamente 
incorporado que por este tipo de situaciones es demasiado delicado pensar siquiera en dar una liberación del 
fuero, que pertenece a la Cámara y no al legislador. 


SEÑOR BARRERA.- Más allá de que pueda tener algún recorte de diario o de que pueda haber leído 
alguna declaración, no conozco todos los elementos que llevaron a la sede judicial a realizar esta 
comunicación y considero que sería un atrevimiento de mi parte dar una opinión definitiva al respecto. 
No tengo por qué tener los mismos conocimientos que los demás legisladores y me parece apresurado 
tomar una definición final. 


Me parece que de las palabras del señor Diputado Orrico se desprende una opinión definitiva sobre el tema. 
Coincido con que los fueros pertenecen a la Cámara y con que los actos y dichos de un legislador deben ser 
considerados en ocasión del ejercicio de la función, pero eso no lo habilita para decir lo que quiera, 
calumniando o injuriando sobre la base de que existe el fuero. Creo que no hay que hacer una generalización 
sino que hay que analizar el caso concreto. El fuero no puede ser violentado ni levantado cuando la actuación 
del legislador se dio en ocasión del ejercicio de su función, pero no puede colocarlo en una situación distinta 
y especial que le permita agraviar o injuriar. Lo digo en términos generales, sin hacer referencia al tema 
concreto sobre el cual, reitero, no poseo todos los elementos como para dar una opinión definitiva. 


SEÑOR DÍAZ MAYNARD.- Me parece que el señor Diputado Orrico maneja elementos que yo no 
tengo. Lo único que conozco es un oficio enviado por la Suprema Corte de Justicia en la que solicita 
algo que yo no estoy en condiciones de responder, porque no sé cuáles son los antecedentes. 


No creo que los fueros cubran cualquier cosa sino lo que estrictamente establece la Constitución. Si un 
legislador se introduce en la vida privada de un individuo y lo calumnia en una forma que no tenga nada que 
ver con su función... 


SEÑOR ORRICO.- Si un legislador se introduce en la vida privada de alguien, va a una feria e insulta 
a una vecina que no tiene que ver con la política, no está actuando en ocasión del ejercicio de su 
función. 


SEÑOR DÍAZ MAYNARD.- No sé cómo el señor Diputado Orrico llega a la conclusión de que no es 
por un problema de vecindad que el señor Diputado González Álvarez ha hecho determinadas 
manifestaciones. Yo no sé de qué trata el tema; creo que la Comisión tampoco, y sería un acto de 
ligereza introducirnos en lo que pensamos que dice el escrito judicial. Yo no lo sé; en consecuencia, no 
me atrevo a decir absolutamente nada y lo único que corresponde es contestar que nos remitan los 
antecedentes para poder juzgar. 


SEÑOR MICHELINL.- Voy a votar afirmativamente que se soliciten los antecedentes a la sede judicial. 
Sin perjuicio de ello quiero decir dos cosas. En primer lugar, algo de mero trámite: que se informe al 
señor Diputado González Alvarez que la Comisión ha recibido esta nota y que ha resuelto hacer ese 
pedido. 


En segundo término, sin ánimo de debate, quiero decir que los dichos de los legisladores son un derecho 
especialmente protegido dentro de otro derecho especialmente protegido que es el de la libertad de expresión. 


SEÑOR ORRICO.- Quiero aclarar que estoy de acuerdo con el trámite propuesto. Comparto que 
faltan elementos y nunca pedí que la Comisión se expidiera ahora. Yo tengo posición tomada, porque 
frente a la realidad documental hay una realidad que conozco, para mí con suficiente crédito y de 
forma fehaciente. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- En el período anterior, la Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración aconsejó a la Cámara y esta aceptó, un criterio que consta en las 
versiones taquigráficas de esta Comisión, en el informe respectivo -que si mal no recuerdo fue 
realizado por el señor Diputado Díaz Maynard- y en la versión taquigráfica de la discusión que tuvo 
lugar en el plenario. 


Adelanto que, a mi juicio, los fueros son de la Cámara y no de los legisladores. Es más: creo que los 
legisladores no pueden ir a declarar sin autorización de la Cámara; de lo contrario, esta dejaría de ser la titular 
de los fueros. Voy a sostener la misma posición que en el período anterior, porque las normas son 
exactamente las mismas. A diferencia de lo que han sostenido distinguidos colegas integrantes de esta 
Comisión, a mi criterio, cuando el artículo 112 habla de las opiniones que se emitan durante el desempeño de 
sus funciones, comprende todas las que efectivicen durante el período por el que una persona ha sido electa. 
Digo, a guisa de adelanto, que mi criterio es muy amplio respecto a qué comprende la expresión "opiniones 
que se emitan durante el desempeño de funciones": se refiere a cualquier tipo de opinión -reitero- que se 
emita durante el mandato. Me parece que el artículo 112 es una disposición muy específicamente colocada en 
la Constitución, atento a dar la mayor libertad de expresión al legislador. 


Naturalmente, creo que se deben pedir los antecedentes de este expediente a la Suprema Corte de Justicia. 
También estoy de acuerdo con lo propuesto por el señor Diputado Michelini en el sentido de comunicar al 
señor Diputado González Álvarez que hemos recibido esta nota. Simplemente, sugiero que ello se realice por 
escrito a la Presidencia de la Cámara y que esta lo comunique al señor Diputado González Álvarez. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si los señores Diputados están de acuerdo, se procederá de la forma 
solicitada. 


T ínaa dal nia da namrma 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


